
En todo caso, tanto si es de aplicación la suspensión de los desahucios en un caso concreto como si no lo 
es, la doctrina y jurisprudencia nacional e internacional dispone que cuando hay personas en situación de 
vulnerabilidad no debe llevarse a cabo el lanzamiento de la vivienda sin que se disponga de una alternativa 
habitacional, como hemos expuesto anteriormente.

A las distintas situaciones que nos plantean las personas interesadas en sus quejas nos dedicamos en los 
apartados siguientes.

1.15.2.1.1. Desahucios de viviendas públicas

Como todos los años, en 2020 hemos recibido quejas de familias residentes en viviendas públicas cuya 
administración titular instruye expediente administrativo de recuperación de oficio y la consiguiente 
resolución de desahucio. Generalmente se trata de desalojos por ocupación de vivienda pública sin título 
legal habilitante para ello.

En el Preámbulo de la Ley 5/2018, de 11 de junio, relativa a la ocupación ilegal de viviendas, se reconocía 
que, como consecuencia de la realidad socioeconómica, se ha producido en los últimos años un considerable 
número de desahucios de personas y familias en sobrevenida situación de vulnerabilidad económica y de 
exclusión residencial. Paralelamente se constataba que la ocupación ilegal de viviendas públicas produce 
un grave perjuicio social, al impedir que puedan ser adjudicadas a aquellas personas o familias a las que 
correspondería según la normativa reguladora, haciéndolas indisponibles, por tanto, para el fin social al 
que están destinadas.

Esta Institución considera que la ocupación de viviendas no es la solución adecuada para paliar el problema 
de emergencia habitacional al que se enfrenta una persona o familia. En el caso de ocupación de viviendas 
públicas, en particular, la ocupación sin título perjudica a terceros de buena fe que en las mismas o a veces 
incluso peores circunstancias de precariedad económica y familiar, se someten al procedimiento legalmente 
establecido para la adjudicación de viviendas protegidas.

Sin embargo, el Defensor del Pueblo Andaluz no puede ignorar que la realidad es que no hay suficiente 
vivienda pública para atender las demandas de personas que carecen de recursos para acceder a una 
vivienda en el mercado libre. Esta situación ha llevado en los años precedentes y en la actualidad a que 
personas en nuestra Comunidad ocupen viviendas públicas sin título legal para ello.

Por ello, en estos casos realizamos las actuaciones oportunas a fin de verificar si se está llevando a cabo 
la necesaria coordinación entre las entidades públicas titulares de las viviendas y los servicios sociales 
(queja 18/0464, queja 18/2191, queja 19/0145, queja 20/4133, queja 20/4340, queja 20/3395, queja 
20/3752, queja 20/6922). De existir riesgo de que la familia que se considerada vulnerable pueda ser 
desahuciada sin una alternativa habitacional, contradiciendo así la referida jurisprudencia nacional y de 
los organismos internacionales, reclamamos a los organismos competentes que se coordinen entre sí y con 
el juzgado correspondiente a fin de garantizar que la familia afectada dispone de alternativa habitacional 
en el momento de ejecutarse el desalojo, activando en su caso las ayudas o servicios públicos necesarios.

En este sentido hemos de destacar las quejas tramitadas en 2020 relativas a los procedimientos de 
desahucio instados por la Agencia de Vivienda y Rehabilitación de Andalucía (AVRA), por la ocupación sin 
título habilitante de viviendas de su titularidad en Almería capital (quejas 18/0476, 18/3683, 18/3685, 
18/3686, 18/3687, 18/3688, 18/3689, 19/2231, 19/2436, 19/3200, 19/3700 y queja 20/1417). Se trata de 
familias que firmaron contratos de compraventa privados con particulares que afirmaban ser propietarios 
de las viviendas y que, tras detectar AVRA esta cesión, habían sido objeto de expediente de desahucio 
administrativo.

Todas estas quejas las admitimos a trámite y procedimos a solicitar los pertinentes informes a la Junta de 
Andalucía y al Ayuntamiento de Almería. La Secretaría General de Vivienda nos informó en todos los casos 
que se había dirigido comunicación tanto al Registro Municipal de Demandantes de Vivienda Protegida de 
Almería, como a la Delegación de Asuntos Sociales y al Centro Municipal de Servicios Sociales responsable 
de evaluar la situación de cada familia y determinar si se encontraban en situación de vulnerabilidad.
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El Defensor del Pueblo Andaluz es conocedor de la sobrecarga de trabajo con la que se encuentran 
los servicios sociales comunitarios de toda nuestra Comunidad en la actual situación de pandemia, y en 
especial en zonas desfavorecidas como El Puche o La Fuentecica, donde residen las familias promotoras 
de estas quejas. Precisamente por ello consideramos que desde el Ayuntamiento de Almería se deberían 
adoptar las medidas necesarias para que por parte de los servicios sociales comunitarios se puedan ejercer 
de forma eficaz y adecuada sus competencias, de una importancia trascendental para la prevención de la 
exclusión social.

En el caso de la queja 19/3200 y queja 19/3700, a finales del año 2019 recibimos sendos informes de 
la Delegación de familia, Igualdad y Participación Ciudadana del Ayuntamiento de Almería en los que se 
valoraba que las dos familias afectadas se encontraban en situación de vulnerabilidad o riesgo social, si 
bien no se nos informaba sobre la posibilidad de excepcionar el régimen ordinario de adjudicación de 
vivienda protegida a través del Registro de Demandantes de Vivienda Protegida ni sobre la coordinación 
que se estuviese llevando a cabo entre los servicios sociales y AVRA, de manera que los lanzamientos no 
se produjesen hasta que se pudiera ofrecer a los afectados una alternativa habitacional.

Al cierre del presente Informe Anual estábamos ultimando sendas Resoluciones dirigidas a AVRA y el 
Ayuntamiento de Almería recomendando a ambas administraciones públicas que se coordinen a fin de 
garantizar que los desalojos no se ejecuten hasta que las familias afectadas dispongan de alternativa 
habitacional.

En la queja 20/4133, la interesada se dirigió a esta Institución tras iniciar AVRA un procedimiento de 
desahucio por ocupación de vivienda titularidad de esa Agencia sin título habilitante, tras haber renunciado 
a una vivienda anterior de AVRA. Tras realizar actuaciones tanto con AVRA como con el Ayuntamiento del 
Úbeda, nos informaron que se estaban llevando a cabo los trámites necesarios para la concesión de la 
mencionada vivienda por AVRA. En consecuencia, estimando que la cuestión planteada por la interesada 
se encontraba en vías de solución, dimos por concluidas nuestras actuaciones.

Además de los desalojos de vivienda pública por ocupación en precario, hemos observado otros casos 
de procedimientos de desahucio de personas adjudicatarias de viviendas públicas por incumplimiento de 
sus deberes como tales (queja 20/1420, queja 20/4419, queja 20/3149 y queja 20/5927).

En estos casos, recabamos información de la administración competente a fin de comprobar que el 
desahucio se está llevando a cabo por una causa tasada en la legislación vigente y respetando todas las 
garantías procedimentales, y que se efectúa una coordinación diligente con los servicios sociales a fin de 
que, en caso de encontrarse la familia afectada en situación de vulnerabilidad social, puedan disponer de 
una alternativa habitacional.

1.15.2.1.2. Desahucios de viviendas libres

En la mayoría de las quejas relativas a desahucios, la propiedad de las viviendas es privada, y en no 
pocos casos es de entidades financieras, inmobiliarias, fondos de inversión o sociedades mercantiles. 
Las tramitadas en 2020 son fundamentalmente consecuencia de sentencias recaídas en procedimientos 
judiciales por falta de pago de la renta de alquiler o expiración del contrato, o por ocupaciones sin título 
de viviendas de entidades financieras.

En efecto, tras unos años en los que se produjo una avalancha de ejecuciones hipotecarias, actualmente 
constituyen una minoría las quejas recibidas en esta Institución relativas a desahucios directamente 
derivados de estas. Sí que recibimos, no obstante, casos de antiguos deudores hipotecarios que perdieron 
la propiedad de su vivienda hace años y permanecieron en la misma mediante la firma de un alquiler social 
con la entidad acreedora, la cual posteriormente vendió la propiedad a otra entidad o sociedad (de la cual 
es socia capitalista en un porcentaje importante).

Finalizados estos contratos de alquiler, la nueva propiedad no considera a los residentes como antiguos 
deudores hipotecarios, sino como precaristas y en ocasiones hasta “desconocidos ocupantes de la vivienda”. 
Al desaparecer de escena las entidades financieras que se adjudicaron la vivienda, las familias residentes 
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